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León, Guanajuato, a 21 veintiuno de junio del año 2013, dos mil trece. . . .  . . 
V I S T O para resolver el expediente número 303/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo intentado por el ciudadano JOSE PABLO JOB ANDRADE CALZADA, en contra de la Oficial Calificador, … y del Agente de Tránsito …ambos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que del  análisis integral del escrito de demanda y sus anexos,  se concluye que el actor en la primer foja útil de la demanda, precisa que impugna el acta de infracción … y del tercer concepto de impugnación se desprende que impugna la multa que se le impuso …, lo anterior es así, en virtud de que la demanda y sus anexos deben contemplarse como un todo. Y, la existencia de los actos impugnados se encuentra acreditada en autos de la presente causa administrativa; la del primer acto se justifica con la copia simple de la referida acta de infracción, adminiculada con el original del recibo oficial …, ya que en este último se describe el acta de infracción referida, indicando el numero de folio, la fecha de expedición y una de las faltas administrativas imputada al justiciable; y, la existencia del segundo acto impugnado se acredita con el original de la Boleta de Control … y el recibo oficial de pago …, por concepto de la referida multa; documental que forma parte del sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


El Agente de Tránsito demandado, en esencia aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VII relacionada con el artículo 262 fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud de que el actor no anexo a la demanda el documento en que consta el acto o resolución impugnado y al no hacerlo no se puede convalidar dicha omisión y/o adminicular o cotejar con algún otro documento y debe decretarse el sobreseimiento del asunto. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud de que la parte actora si acredita la existencia del acto impugnado e imputado a esta autoridad de tránsito, toda vez que, por un lado, aportó una copia fotostática simple del acta de infracción …, levantada por la presunta comisión de las siguientes infracciones: “Falta de licencia de conducir para conducir vigente” y “Por no hacer uso del cinturón de seguridad”, previstas respectivamente, en las fracciones I y VII del artículo 7 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato; y, por otra lado, en el original de la Boleta de Control, …, el Agente de Tránsito …, manifiesta que le levantó al actor el acta de infracción …, por no usar el cinturón de seguridad y además en el original del recibo oficial de pago …, como se dijo en supralíneas en el aludido recibo se describe el acta de infracción referida, se indica el numero de folio, su fecha de expedición y una de las faltas administrativas imputada al justiciable; de este modo, adminiculando la copia simple de la referida acta de infracción, con los originales de la Boleta de Control y del recibo oficial de pago, nos da la plena convicción de que existe el original del documento indicado en primer término y de que se entregó a la persona que recibió el pago, ya que tomando en cuenta que el Agente de Tránsito demandado fue quien detuvo la marcha del vehículo de motor que conducía el justiciable, levantó la referida acta de infracción y puso a disposición del oficial calificador al impetrante, estimando también que el pluricitado recibo oficial ampara al pago de las multas impuesta por la presunta comisión de las faltas señaladas en la multicitada acta de infracción, se concluye que los actos administrativos impugnados y mencionados se encuentran vinculados entre sí, luego entonces, con estos elementos objetivos en autos se encuentra acredita la existencia del acto impugnado que consiste en el acta de infracción …, por ende, en la especie no se configura la causal de improcedencia aducida por la autoridad demandada. . . . . . . .  
La Oficial Calificador …, en la contestación de la demanda aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud el acto reclamado fue legítima y expresamente consentido por el infractor. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, toda vez que no existe ninguna manifestación de voluntad expresa que entrañe el consentimiento del acto impugnado, pues a pesar de que en el recibo oficial …, exhibido por la impetrante actora, se advierte que ésta realizó el pago de las sanciones que se le impusieron por la presunta comisión de las faltas administrativas contempladas por los artículos 7 fracciones I y VII, 35 y 36 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, pero no por esto, la actora manifiesta su voluntad de estar conforme con el acto que está impugnando en este proceso, pues al retenerse el vehículo descrito en el acta de infracción que nos ocupa y la estar privado de su libertad se vio obligado a cubrir el pago de las diversas multas; por consiguiente, con esta circunstancia no se tiene al actor por consintiendo de manera expresa los actos combatidos, precisamente porque se impugnaron ante este Juzgado dentro del término legal y de haber estado de acuerdo con ellos no los estuviere refutando de ilegales; por otra parte, el acta de infracción y la Boleta de Control impugnadas, se levantaron con fecha 18 dieciocho de junio del año 2012 dos mil doce y la demanda se presentó en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, el día 08 ocho de agosto de aquel año, por consiguiente, la impetrante no está consintiendo de manera tácita los actos combatidos, porque se impugnaron ante este Juzgado dentro del término legal de 30 treinta días hábiles previsto en el artículo 263, primer párrafo, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por tanto, la demanda se presentó el último día hábil del plazo legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, la Oficial Calificador en la contestación de la demanda aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud que  la multa de la que se duele el actor no fue impuesta ni calificada por ella y no existe el acto, pues sólo expidió el recibo en el cual consta que la parte actora ingreso la cantidad …, por concepto de la calificación de la falta administrativa por el oficial calificador en turno y que no fue ella. Causal de improcedencia que SE CONFIGURA, en virtud de que en este proceso administrativo no se encuentra acreditada la existencia de algún acto administrativo emitido por la Oficial Calificador …, puesto que la multa impugnada, fue impuesta al ciudadano José Pablo Job Andrade Calzada, por el Oficial Calificador …, pues fue el servidor público que lleva a cabo la calificación de la infracción, hecho que se desprende de la Boleta de Control, fechada el día 18 dieciocho de junio del año 2012 dos mil doce. Lo anterior es así, en razón de que conforme  lo estipulado por el artículo 251, fracción II, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, para efectos del Juicio de Nulidad tendrá el carácter de autoridad demandada la que dicte, ordene, ejecute o trate de ejecutar el acto o la resolución impugnada, en ese sentido, resulta claro que si en las constancias que obran en autos de esta causa administrativa se encuentra demostrado que la Oficial Calificador …, no le impuso al justiciable la sanción económica, entonces el acto que se le imputa es inexistente; por consecuencia, se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal, resulta procedente sobreseer el proceso respecto a la Oficial Calificador … . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
El Agente de Tránsito en la contestación de la demanda aduce que los agravios hechos valer por el actor no reúnen los requisitos del supuesto jurídico y norma de aplicación, que son meras apreciaciones subjetivas, hechos personales narrados en forma aislada, razón suficiente para decretar el sobreseimiento; y, tomando en consideración el sentido de esta argumentación, se procede al estudio de la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VII, en relación con el 265, fracción VII, ambos del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en virtud de que la parte actora conforme a la técnica jurídica en el proceso administrativo, sí expresa conceptos de impugnación, en el sentido de que el acta de infracción carece de fundamentación y motivación, pues expone razonamientos lógicos y jurídicos del por qué estima ilegal el acto combatido y se dirigen a desvirtuar la presunción de legalidad del acta de infracción, además indica los preceptos legales que considera violados en su perjuicio, manifestando las razones del por qué se da la vulneración de esos preceptos; aclarándose que en el siguiente considerando se analizará si resultan fundados o no las conceptos de agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En tanto el Oficial Calificador …, en la contestación de demanda no hace valer ninguna causal de improcedencia y de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra de las establecidas en el artículo 261 y 262 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por lo que se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que en el tercer concepto de impugnación, en los dos primeros párrafos, el actor aduce en esencia que el acto impugnado carece de una adecuada motivación y fundamentación afectando seriamente el principio de legalidad consignado en el artículo 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que ocasiona la nulidad del mismo, en relación con la fracción VI del artículo 137 y con el artículo 143 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; que el mismo se intenta basar en el artículo 7 fracciones I y II del “Reglamento de Tránsito de León, GTO” (sic) y se aduce como motivos el no hacer uso del cinturón de seguridad y la falta de licencia de conducir vigente, cuando el vehículo que conducía se encontraba detenido y presentando una falla en el sistema eléctrico, no pudo infringir la norma establecida en la fracción II del citado artículo 7, por lo que es a cargo de la autoridad comprobar que circulaba sin cinturón de seguridad; además, es rotundamente falaz el que circulaba sin permiso para conducir vigente, pues al efecto aportó como prueba el original de la licencia de conducir … por lo que tal motivo es injustificable. En tanto, que el Agente de Tránsito en la contestación de demanda aduce en lo toral que los conceptos de impugnación son infundados, inoperantes e insuficientes, en virtud de que el actor no precisa como es que se violaron los artículos citados en su libelo, aunado ello a que no  manifiesta en que aspecto se encuentra indebidamente fundado y motivado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en merito de los siguientes razonamientos lógicos y jurídicos:. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sobre la falta administrativa prevista en el artículo 7, fracción VII, del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, se precisa que a la parte actora no le asiste la razón respecto al argumento expresado en el sentido de que “es a cargo de la autoridad comprobar que circulaba sin cinturón de seguridad”, toda vez que de acuerdo a lo estipulado por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, los actos administrativos se presumen de legales, en consecuencia, en la especie existe la suposición legal de que el acta de infracción fue emitida conforme a lo dispuesto por el artículo 42 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato; sin embargo, esta presunción es de carácter juris tantum, pues subsiste mientras no se demuestre lo contrario, de manera que en este caso concreto el justiciable debe aportar al Juzgador medios de prueba para acreditar  la procedencia de su argumentación y en consecuencia desvirtuar la presunción de legalidad, ya que en principio, en el contencioso administrativo la parte actora tiene la carga de la prueba, de ahí que, al no aportar medio de prueba alguno para acreditar su afirmación de que el vehículo se encontraba detenido y presentando una falla en el sistema eléctrico, prevalece la presunción de legalidad del acta de infracción combatida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No obstante lo anterior y estimando que el monto de la multa impuesta por esta infracción y además tomando en cuenta que la suma de lo pagado por las 3 tres sanciones no excede la cantidad que resulta de multiplicar 150 ciento cincuenta veces el salario mínimo general diario vigente en el Estado, hace que se configure la hipótesis jurídica prevista en la fracción III del artículo 301 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ello, el Juzgador se encuentra constreñido a suplir la queja deficiente planteada en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En primer lugar, es  menester señalar que el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, impone a las autoridades municipales la obligación de fundar y motivar sus actos. Y, por fundar un acto administrativo se entiende que la autoridad tiene que señalar el Ordenamiento Legal, el precepto jurídico, en su caso, la fracción, el inciso, subinciso o el párrafo, que le sirve de apoyo para elaborar el acta de infracción impugnada; mientras, que por motivar un acto administrativo se entiende el expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que tiene la autoridad para determinar que se actualiza la hipótesis jurídica contemplada en la norma legal que aplica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Bajo esta tesitura y realizando un análisis del texto del acta de infracción impugnada, se advierte que se funda en el artículo 7, fracción VII, del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, al invocarse como precepto presuntamente violado por el justiciable y el nombre del Ordenamiento Legal aplicado; empero, el acta de infracción de tránsito combatida no se encuentra motivada, pues en la misma se dejan de expresar las circunstancias de hecho y las razones inmediatas que hacen aplicable la norma jurídica al caso concreto, esto es, el por qué la situación del impetrante se adecúa al supuesto jurídico previsto en el precepto legal presuntamente vulnerado, ya que en el acta, concretamente en el rubro denominado motivo de la infracción únicamente se expresa: “Por no hacer uso del cinturón de seguridad”, de ahí resulta que, el Agente de Tránsito demandado omite describir de manera detallada la conducta reprochada al actor, toda vez que jamás indica las causas particulares o circunstancias que lo llevaron a concluir que el impetrante al momento de conducir el vehículo omitió usar el cinturón de seguridad, pues omite mencionar el cómo se percató de que el actor no usaba el cinturón de seguridad, tampoco señala en el acta de infracción por cual carril del Boulevard circulaba el referido vehículo, si era por el central o uno de los laterales; en consecuencia, el acta combatida no se encuentra motivada, pues las circunstancias especificas de la inobservancia de la fracción VII del citado artículo 7, son elementos que jurídicamente constituyen las razones o motivos de hecho que nos permiten hacer una adecuación lógica de la conducta desplegada por el actor, en el supuesto jurídico previsto como infracción de tránsito; por ende, es ilegal el acta impugnada en cuanto a esta infracción administrativa, al carecer de motivación y no cumple con el elemento de validez exigido por  la fracción VI  del  artículo 137  del  citado  Código de  Procedimiento y  Justicia Administrativa. . . . . . . 
En cuanto a la falta administrativa que consiste en la “falta de licencia para conducir vigente”, prevista en la fracción I del artículo 7 del pluricitado Reglamento de Tránsito Municipal, no se encuentra debidamente fundada ni motivada; lo anterior es así porque, ya que los hechos expresados como motivo de la infracción, se desvirtuaron con la licencia de conducir aportada por el justiciable como prueba de su parte, pues en la misma se advierte que fue expedida con fecha de expiración el 21 veintiuno de abril del año 2014 dos mil catorce y en ese tenor, no es posible que el justiciable le haya mostrado al agente de tránsito demandado la licencia de conducir con el plazo de vigencia vencido, de este modo, es el caso que la situación del impetrante no es posible encuadrarla en el supuesto jurídico previsto como infracción de tránsito en la fracción I del artículo 7 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato; por tal virtud, es ilegal el acta de infracción impugnada en cuanto a esta falta administrativa, al carecer de motivación, por ende, no cumple con el elemento de validez exigido por  la fracción VI  del  artículo 137  del  citado  Código de  Procedimiento y  Justicia Administrativa. . . . . . . .  . . . . . 
QUINTO.- Que en el tercer párrafo del tercer concepto de impugnación de la demanda el actor aduce en esencia que fue remitido ante el Médico Legista, quien determinó un supuesto estado de ebriedad, y que por ende, su vehículo fue retenido en la “pensión Cepol”, que no es suficiente para considerar una adecuada fundamentación y motivación para detenerlo por casi cinco horas y cobrarle una injustificada multa …, en cuyo recibo … se refiere como concepto el “Conducir vehículo en estado de ebriedad. Art. 36 del Reglamento de Tránsito Municipal”; que en el acta de infracción impugnada no se menciona ni el motivo de tales sanciones, y resulta claro, que no existe un certificado que haya determinado el estado de ebriedad alguno, primero, porque no se prestó a la práctica de examen físico alguno, y segundo, porque en la misma acta de infracción aparece en blanco el apartado en donde supuestamente deben referir el amparo de qué certificado se determino un grado de ebriedad; señala que se le dejó en franco estado de indefensión al no saber cómo ni porque se determinó el grado de ebriedad. En tanto, que el Oficial Calificador …, al contestar la demanda señala en lo toral que  el actor se encontraba en estado de ebriedad incompleta, estado en el cual se le encontró circulando por las avenidas del Municipio por la autoridad competente en un vehículo de motor por lo que es evidente que el actor en su falsa intensión de desvirtuar con su dicho un acto de autoridad fundado y motivado, trata de confundir al juzgador para obtener un beneficio derivado de una conducta atípica,  punible  y  culpable  en la  que  incurrió  tal  y  como  se  desprende  de  las actuaciones que integran el procedimiento y que exhibe como pruebas. . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . .
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en merito de los siguientes razonamientos lógicos y jurídicos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Analizando la Boleta de Control, …, en la que consta la calificación de la infracción a través de la cual al actor se le aplicó una multa, se concluye que es cierto que no cumple con los elementos de validez de fundamentación y motivación. 
En la refreída Boleta de Control se expresan como infringidos los artículos 35, primer párrafo y 36 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, pero el primer numeral es el que prevé la falta administrativa, pues textualmente establece: “Artículo 35.- Se prohíbe conducir vehículos, cuando el conductor se encuentre en estado de ebriedad incompleta, completa, o bajo el influjo de sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras semejantes.”. Sin embargo, se encuentra indebidamente fundada; lo anterior es así porque, por un lado, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 35 fracción I, Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato, la audiencia de calificación se inicia con la declaración del elemento de la policía de tránsito municipal que realizó la detención del presunto infractor, o en su ausencia, con la toma de nota de las constancias aportadas por ese elemento, empero, es el caso que la referida Boleta de Control que obra en el sumario carece de firma de ese agente, además tampoco se indica la existencia de alguna toma de nota de las constancias aportadas por el policía, por otro lado, en la pluricitada Boleta de Control tampoco consta la firma de la parte actora. En consecuencia, la falta de firma vicia la resolución administrativa de calificación de la infracción, pues es de explorado derecho que mediante la firma se expresa la voluntad de la autoridad administrativa y de los particulares, por consiguiente, si en el documento que contiene la imposición de la multa no se estampó la firma de puño y letra de la autoridad que puso justiciable a disposición del médico legista en turno, entonces formalmente no existe la declaración de esa autoridad, por lo que no cumple con la exigencia establecida en el citado artículo 35, fracción I; y, si a su vez la Boleta de Control carece de la firma de puño y letra del justiciable, entonces jurídicamente no existe su confesión, en razón de que si no existe una manifestación de voluntad, no se da el reconocimiento de hechos propios, por ende, en la especie no se actualizan las exigencias del artículo 118 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De igual manera, la autoridad demandada en la parte considerativa de ese documento no llevó a cabo una valoración del examen médico …, practicado al presunto infractor …, toda vez que en ninguna parte de la multireferida Boleta de Control, expresa de manera pormenorizada una explicación del por qué ese examen merece valor probatorio, ni explica detalladamente cómo fue que llegó a la conclusión de que el actor, se encontraba en estado de ebriedad incompleto, pues si bien es cierto, que en el referido examen médico se indica que el presunto infractor presenta un estado de “ebrio incompleto”, también lo es, que el galeno omite explicar de manera detallada el por qué las características clínicas  asentadas …, arrojan como resultado ese estado de ebriedad incompleto; de ahí resulta que, el Oficial Calificador demandado omite expresar los elementos que constituyen las bases sólidas para llegar a determinar el grado de intoxicación que presentaba el impetrante en el momento de la revisión practicada por parte del médico legista, por ende, es el caso que no existe un diagnostico médico objetivo en el referido examen, ya que en la multicitada Boleta de Control no se dan los parámetros que se siguieron para establecer el estado de ebriedad que se sostiene. 
De lo anterior se deriva que la imposición de la multa combatida, no se encuentra debidamente fundada, toda vez que si no existe la declaración del elemento de tránsito municipal, la confesión del justiciable, ni un diagnostico médico objetivo, luego entonces, no se acredita la falta administrativa que consiste en conducir un vehículo en estado de ebriedad, por ende, la pluricitada Boleta de Control jurídicamente no surte sus efectos jurídicos frente a la parte actora y consecuentemente, al impetrante no le resulta aplicable el artículo 35, primer párrafo, del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato; y, al no encontrarse demostrada la existencia de los hechos que constituyen la infracción de tránsito, es evidente que no se encuentra debidamente motivada la imposición de la multa impugnada, toda vez que las razones particulares o las causas inmediatas que el Oficial Calificador demandado indica tuvo para determinar la comisión de la falta administrativa reprochada al impetrante e imponer la sanción combatida, no hacen posible encuadrar la situación del justiciable en la hipótesis jurídica establecida como prohibición en la norma jurídica indebidamente invocada como fundamento en el multireferida Boleta de Control. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, los actos administrativos impugnados que consisten en el acta de infracción … y en la multa impuestas al justiciable, incumplen con los elementos de validez exigido en el artículo 137, fracción VI, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que no se encuentra debidamente fundados y motivados, vicios que originan la ilegalidad de los actos combatidos; por consiguiente, afectan de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, al violarse en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 137, fracción VI, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por lo que se actualiza la causal de ilegalidad establecida en la fracción II artículo 302, del mismo Código; por tanto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 300, fracción II, del mismo Código, es procedente declarar la nulidad total del acta de infracción… y de la una multa aplicada al impetrante …. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, común Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a. /J  79/2000, bajo el rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta  al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. . . . . . 
Por consiguiente, sobre el particular se precisa, que con la facultad concedida a este Órgano de Control de Legalidad, a fin de proteger y garantizar los derechos humanos de las personas frente al actuar de las autoridades administrativas Municipales, previstos por el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 diez de junio del año 2011, dos mil once, dentro de los que se encuentra el derecho humano de protección judicial y con el fin inmediato de dar acceso a la justicia en forma completa, pues no se pierde de vista que el derecho de tutela judicial efectiva se contempla como derecho humano en los Tratados Internacionales y como Garantía Individual en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que se refleja y tutela por el artículo 206-A, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; de manera que, en el caso que se resuelve, a efecto de brindar seguridad jurídica al justiciable y ante la declaración de nulidad total de los actos impugnados, produce como consecuencia que al actor ya no se le aplique ninguna sanción administrativa por los mismos hechos, de esta manera, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos, es decir, a declarar en la sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados, por ende, ante dicha nulidad, con fundamento en el artículo 300, fracción V, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se reconoce el derecho que tiene el justiciable a la devolución de las siguientes cantidades: la … pagada por concepto de las dos multas impuestas al ciudadano José Pablo Job Andrade Calzada, por las dos infracciones asentadas en la pluricitada acta de infracción …, cantidad que se restituye, porque de declararse la nulidad de la multa constituye un ingreso indebido al Erario Público Municipal. De igual manera se reconoce el Derecho que tiene el justiciable a la devolución de la cantidad …, pagada por la multa impuesta por el Oficial Calificador; y, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 300, fracción VI, del invocado Código, se condena al Agente de Tránsito demandado a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato o de la Dependencia competente, para que al actor se le haga la devolución … pagada por concepto de las dos multas impugnadas y … pagada por concepto del servicio de grúa; y, se condena a la Oficial Calificador demandado a que ante la misma Dependencia realice las gestiones necesarias para que al actor se le haga la devolución de la cantidad …, pagada por la multa impuesta por esta autoridad y en su caso realice las diligencias indispensables para cumplir con este fallo; las anteriores devoluciones deberá realizarlas dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada, por las razones expuestas; debiendo informar a este  Órgano de  Control de  Legalidad el  cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por último, en cuanto a la pretensión del reconocimiento del derecho de indemnización por las horas de arresto cumplidas por el actor, resulta infundada, puesto que en ninguna de las fracciones del artículo 254 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se contempla la acción de indemnización de daños y perjuicios, por tanto, a través del proceso administrativo no es posible condenar al Oficial Calificador demandado al pago de una indemnización por estos conceptos, siendo lo anterior así, la reclamación de esta indemnización no es en esta vía contenciosa administrativa, ya que la nulidad de los actos administrativos impugnados no presupone por sí misma el derecho a un resarcimiento de carácter patrimonial, por tal motivo resulta infundada esta pretensión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción VI, 262 fracción II, 287, 298, 299, 300 fracciones II, V y VI, y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . .  . . 
SEGUNDO.- Se SOBRESEE EL PROCESO, respecto a la Oficial Calificador Licenciada …, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el tercer considerando de ésta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del acta de infracción … y de la multa impuesta al actor …; lo anterior, por las  razones  lógicas  y jurídicas  expresadas  en  el  cuarto  considerando  de  esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se condena al Agente de Tránsito demandado a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato o de la Dependencia competente, para que al actor se le haga la devolución de las cantidades … pagada por concepto de dos multas, por las infracciones asentadas en las pluricitadas actas de infracción y … pagada por concepto del servicio de grúa municipal; de igual manera, se condena al Oficial Calificador demandado a que realice las gestiones necesarias ante la misma Dependencia para que al actor se le haga la devolución de la cantidad …, pagada por la multa impuesta por esta autoridad; y, en su caso dichas autoridades realicen las diligencias indispensables para cumplir con este fallo: dichas devoluciones deberán realizarse dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada este fallo. Lo anterior, por las  razones  lógicas  y jurídicas  expresadas  en  el  cuarto  considerando  de  esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.-  Resulta infundada la pretensión  de la indemnización por las horas de arresto cumplidas, lo anterior por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de ésta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
